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Bogotá, D.C. 
 
Honorables Magistrados 
CORTE CONSTITUCIONAL 

República de Colombia 
secretaria3@cortecons=tucional.gov.co 
E.   S.   B. 
 

REFERENCIA:  ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCIONALIDAD 
    ArDculo 40 de la Carta — Numeral 6.  
    ArDculo 241 de la Carta — Numeral 4. 
 
ACCIONANTE:  JULIO JOSÉ OROZCO O. 
    C.C. 79.785.756. 
 
NORMA ATACADA: ArDculo 65 — Ley 2195 DE 2022. 

 
 
Respetados Magistrados, 
 
 JULIO JOSÉ OROZCO O, Natural colombiano, iden=ficado con cédula de 
ciudadanía No. 79.785.756 (ANEXO A), me dirijo por escrito ante ustedes para 
formular la presente ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCIONALIDAD, al 
amparo y bajo lo preceptuado por el Cons=tuyente en los arDculos 40, 
(numeral sexto) y 241 (numeral cuarto) de la Carta; escrito conten=vo de 
demanda por medio de la cual impetro por la declaratoria de 
INEXEQUIBILIDAD del ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022, procediendo 
legi=mado a: (i) Introducir la temá=ca de relevancia cons=tucional a 
abordarse, (ii) Precisar el interés jurídico que detento en punto a mi condición 
de ciudadano, el que por demás ejerce liberalmente su profesión de abogado, 
(iii) Indicar la norma atacada / demandada, conforme a los presupuestos 
procesales explicados en el Decreto 2067 de 1991 y en la Sentencia C-1052 de 
2001, (iv) Singularizar las disposiciones cons=tucionales vulneradas, (v) 
Pronunciar la tesis conten=va del concepto de la violación junto con 
probanzas, para, finalmente (vi) Exponer mis pretensiones en favor del orden 
cons=tucional y jurídico colombiano; una principal y una subsidiaria, (vii) 
Referir la competencia, elevando respetuosamente otra serie de pe=ciones, 
(viii) Completar mis generales de ley, y, (ix) Indexar los anexos relacionados. 
 
Procedo, 
 

mailto:secretaria3@corteconstitucional.gov.co
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I. INTRODUCCIÓN: 
 
 El suscrito ciudadano ha tenido por discu=r y por analizar en escenarios 
privados y públicos, profesionales y académicos, durante los úl=mos meses, 
la que ha resultado de una extrema inconveniencia, —cuán mal redactada, 
difusa, contradictoria y equivocada—, Ley 2195 de 2022; bau=zada por el 
legislador como " ... de transparencia, prevención y lucha contra la 
corrupción", sobre todo en trasunto de la colec=va queja que nos embarga a 
profesionales del derecho, que habla que desde el estado se vienen gestando 
diversidad de esfuerzos e impulsos, pero muchas veces sobre dimensionados, 
sobre actuados, claramente equivocados y pírricos, pues aunque lanzados en 
dirección legí=ma a atacar los fenómenos de la criminalidad y corrupción en 
sus diversos ámbitos, han decaído lamentablemente en rotundo fracaso, 
sumado a que por la premura en su estudio, concepción, así como por la falta 
del rigor técnico-jurídico inspirador necesario, los =tulares de la inicia=va 
legisla=va la han detonado contra cláusulas pétreas e insus=tuibles que se han 
de conservar incólumes en la Cons=tución Polí=ca Nacional, so pena de su 
desconocimiento y trasgresión; Amenaza que recientemente se acentuó 
contra la supremacía de la Carta en la fecha del 18 de enero de 2022 (ANEXO 
B), momento de la promulgación de la legislación que procedo a escru=nar, la 
que ruego hoy aquí sea nuevamente del examen de fondo de la alta Corte. 
 
Domina la máxima Corporación que avocará conocimiento de la presente 
acción pública, que es función cons=tucional y legal de la Contraloría General 
de la República adelantar los denominados "juicios de responsabilidad fiscal", 
que =enen la vocación jurídica de ser, cada uno, un debido proceso que 
impulsado en dicha sede administra=va y de forma inquisi=va, busca resultas 
resarcitorias en favor del erario y de los bienes fiscales, contra el 
enrostramiento y prueba del dolo o de la culpa grave que pueda imputarse 
para con el comportamiento, por acción u omisión, de un gestor fiscal 
plenamente diferenciado; fuere el mismo directo o indirecto. 
 
A contrapelo, de forma gravemente divorciada para con la anterior premisa, 
venimos por contera advir=endo que una mul=plicidad de procesos de 
responsabilidad fiscal, desatados de no pocos años para acá en el ente de 
control, han terminado en insólitos actos administra=vos de fallo, —
sustanciados y firmados unos por funcionarios que no cuentan con la debida 
y legal competencia para fallar y cerrados o archivados otros de manera 
contra-evidente y mal mo=vada—, sino que al interior del órgano de control 
se viene pretendiendo, con un poder desviado, coadministrar y hasta usurpar 
facultades de las jurisdicciones ordinaria y de lo contencioso administra=vo 
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(potestades que las son exclusivas y excluyentes de los jueces de la república), 
en un directo quebranto de la máxima cons=tucional de la separación de 
poderes. 
 
La mal-lograda norma=vidad que en la honorable Corte Cons=tucional sufrió 
ya su primer y muy oportuno revés (Sentencia C-438 de 2022), —en trasunto 
de que fue declarado inexequible su ArDculo 37; norma que otorgaba una 
extravagante facultad a la Contraloría General de la Res Pública; la de 
procesar, en sede administra=va resarcitoria, la eventual responsabilidad 
fiscal de par=culares—, es evidencia contundente de los tales impulsos 
legisla=vos claramente desacertados, que al punto de la norma 
oportunamente ya ex=rpada del ordenamiento jurídico con ocasión de la 
sentencia referida renglones arriba, no sólo se conjuró un retador 
desconocimiento de la razón de ser de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administra=vo, sino que por demás se previno también el que se llevaran de 
calle la =tularidad de la acción penal, que en los casos del Título XV de la Ley 
599 de 2000—Delitos contra la Administración Pública (Código Penal), 
corresponde en exclusiva a la Fiscalía General de la Nación; órgano de la rama 
judicial que la ha de adelantar frente a los jueces de control de garanDas y 
frente a los jueces penales en dirección de la custodia y protección de los 
bienes jurídicos tutelados en dicho acápite del sustan=vo compendium, y en 
atención de las normas procedimentales de orden público recogidas en la Ley 
906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal). 
 
La per=nente y providencial inexequibilidad, que la relato a Dtulo de 
prolegómeno de mi acción, regresó en gran parte al ordenamiento jurídico a 
sus cons=tucionales cabales y a sus justas proporciones procesales y 
sustanciales, en tanto la Contraloría General de la República que es 

ciertamente la exclusiva revisora fiscal del estado con los tales poderes de 
procesar la responsabilidad fiscal de sus ordenadores del gasto, así como de 
los gestores fiscales directos e indirectos que dispongan, administren, 
des=nen o inviertan recursos públicos, siempre en dirección resarcitoria—, no 

es sin embargo el juez natural de las conductas de los parQculares y mucho 
menos en sede administra=va, o mejor: no es Jurisdicción, en ningún sen=do, 
sino únicamente lo et supra ... un muy importante órgano de control. 
 
Las anteriores verdades, —de la jerarquía cons=tucional que la misma 
máxima Corporación ha protegido a ultranza, como la ac=va y celosa 
protectora de la Carta que es—, jamás se tuvieron por analizar o indagar a la 
hora de proponerse y tramitarse tal inicia=va cuando era apenas proyecto de 
ley, pese a que en muchas oportunidades ha recibido el ente de control la 
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observación y reprensión para con sus graves dislates, productores de serios 
perjuicios que hoy se debaten judicialmente en el honorable Consejo de 
Estado, con ocasión de las múl=ples demandas que por sus crasos errores el 
ente enfrenta, en un desafortunado y muy demorado escenario de mega-
conges=ón en el que la nación finalmente perderá.  
 
Ahora bien, fincada en la que he señalado de ser una muy intrépida y absurda 
Ley, —la 2195 de 2022—, se ha propuesto ahora el ente de control, —aupado 
en la irresponsabilidad del legislador y en la promulgación de la norma, razón 
ésta que le hace detentar de presunción de legalidad—, dizque "reglamentar" 
el levantamiento del velo societario (también conocido como velo 
corpora=vo), con rumbo a u=lizar la figura legal sancionatoria de la 
deses7mación de la personalidad jurídica al interior de los procesos de 
responsabilidad fiscal; tamaño desaguisado que reposa vigente en el ArDculo 
65; mi mo=vante para la formulación de la presente ACCIÓN PÚBLICA DE 

INCONSTITUCIONALIDAD, para que con ocasión de la realización de la 
pretensión principal de declaratoria de incons=tucionalidad se ex=rpe del 
ordenamiento jurídico tal disparate, o que con ocasión de lo pretendido 
subsidiariamente, la honorable Corte Cons=tucional se dirija y conduzca a 
aclarar, a complementar y/o a adicionar su Sentencia C-438 de 2022, 
estándonos en que, como alegaré y probaré, son tópicos que corresponden a 
la misma incons=tucionalidad medular sub examine, pese a reposar en 
arDculos dis=ntos, léase: la imposibilidad, —por la raigambre del diseño 
cons=tucional colombiano—, de otorgar al ente de control la potestad de 
procesar, en sede administra=va de responsabilidad fiscal, a par=culares que 
no detentan la calidad de gestores fiscales. 
 
 

II. LEGITIMACIÓN: 
 
Acredito mi condición de natural colombiano, —ciudadano—, a quien le fue 
expedida su correspondiente cédula No. 79.785.756 el pasado 20 de junio de 
1994, lo que me legi=ma para intentar la presente ACCIÓN PÚBLICA DE 

INCONSTITUCIONALIDAD al amparo del ArDculo 241 de la Carta, numeral 
cuarto, documento que adjunto en copia fiel (ANEXO A). 
 
Adicionalmente, refiero ser profesional del derecho, egresado de la Escuela 
de Derecho de la Universidad Sergio Arboleda (promoción año 2000), 
portador de la Tarjeta Profesional No. 108.700, Especialista en Derecho 
Público, Ciencia y Sociología Polí=cas de la Universidad Externado de 
Colombia, en convenio con la Universidad Complutense de Madrid / España, 
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y la Universidad de Milán / Italia (año 2004), Especialista el Derecho Comercial 
de la Universidad de los Andes (año 2006), abogado en ejercicio; li=gante 
desde el año 2009, seleccionado desde el año 2012 como Árbitro, inscrito 
para el Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de 
Bogotá, Lista B, donde integro tribunales para conocer y fallar conflictos en 
Derecho Civil, Derecho Comercial y Construcción e Ingeniería privada.  
 
 

III. NORMA DEMANDADA: 
 
Padece mi señalamiento de incons=tucionalidad, —todo lo que describo, 
encuadro y desarrollo en la presente demanda—, el ArSculo 65 de la Ley 2195 

de 2022 en su cuerpo y redacción completa, mismo que transcribo fielmente 
a con=nuación: 
 
 

“ ARTÍCULO 65. Desestimación de la personalidad jurídica 
para el control fiscal. 

En cualquier momento de la indagación preliminar o del 
proceso de responsabilidad fiscal que adelante la Contraloría 
General de la República, si de las pruebas recaudadas se 
considera necesario establecer el beneficiario real de las 
operaciones o transacciones realizadas por personas jurídicas 
presuntamente responsables, el Director de la actuación 
correspondiente podrá decretar como prueba el levantamiento 
del velo corporativo con el fin de identificar a los controlantes, 
socios, aportantes o beneficiarios reales, y de determinar si 
procede su vinculación como presuntos responsables al 
proceso, en cualquiera de los siguientes eventos: 

1.   Cuando se cuente con serios indicios de que la acción u 
omisión atribuida a la persona jurídica, haya sido producida 
por causa o con ocasión de las actuaciones de estos sujetos; 
 

2.   Cuando la persona jurídica promueva o se halle en estado de 
insolvencia o liquidación, y ponga en riesgo el resarcimiento 
del patrimonio público afectado; 
 

3.   Cuando la lesión al patrimonio público o a la afectación de 
intereses patrimoniales de naturaleza pública, se haya 
generado por explotación o apropiación de bienes o recursos 
públicos en beneficio de terceros. 
 
Igualmente, cuando se requiera para el ejercicio de sus 
funciones y ante la inminencia de pérdida de recursos 

https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013
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públicos, el jefe de la Unidad de Reacción Inmediata de la 
Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata de 
la Contraloría General de la República podrá decretar el 
levantamiento del velo corporativo en los términos señalados 
en el presente artículo. 

La orden impartida por el competente tendrá control 
jurisdiccional previo a su práctica por parte del Contralor 
General de la República o del Director de Información, Análisis 
y Reacción Inmediata, conforme a sus atribuciones contenidas 
en el artículo 105 del Decreto 403 de 2020, el cual deberá 
surtirse en el término máximo de 10 días y en el que se 
analizará, entre otras, su pertinencia, necesidad y 
proporcionalidad. 

Parágrafo 1º. El anterior trámite no será necesario en los casos 
establecidos en los artículos 125 y 126 del Decreto-ley 403 de 
2020, para la vinculación directa al proceso de quienes, como 
gestores fiscales, servidores públicos o particulares, 
participen, concurran, incidan o contribuyan directa e 
indirectamente en la producción del daño fiscal. 

Parágrafo 2º. Esta facultad es exclusiva de la Contraloría 
General de la República. El Contralor General de la República 
desarrollará los términos en que serán ejercidas estas 
competencias.” 

 
 
Me permito igualmente referir que la norma atacada se encuentra 
promulgada conforme se reporta en el Diario Oficial No. 51.921 del 18 de 

enero de 2022, que en copia fiel adjunto. (ANEXO B) 
 
 
 
 

IV. DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES VULNERADAS: 
 
El ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022 viola, —tanto de manera directa como 
de forma indirecta—, las disposiciones de la Carta contenidas en los Arts. 4, 
14, 29, 38, 58, 60, 83, 90, 100, 113, 116, 117, 119, 121, 136, 152, 156, 267 y 
333, las que me permito transcribir y singularizar en su preciso orden 
consecu=vo, cada una de ellas, junto con el señalamiento de 
incons=tucionalidad que les endilgo preliminarmente, previo a desarrollar de 
fondo el concepto de la violación a punto V, así: 
 
 

https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/923718183/node/105
https://app.vlex.com/vid/923718183
https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013
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¨  ARTÍCULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar 
la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

 
La vulneración: El Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 es plenamente 
incompatible y trasgresor de dieciocho (18) artículos de la Carta, en su 
supremacía, comenzando por el 4, conforme se lo probará a punto V. 

 

¨  ARTÍCULO 14. Toda persona tiene derecho al reconocimiento de 
su personalidad jurídica. 

La vulneración: El Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 desconoce 
arbitrariamente la absoluta diferenciación que existe entre la sociedad como 
persona jurídica, plenamente distinguible de los socios o accionistas 
individualmente considerados; reconocimiento que por demás tiene piso 
legal en el artículo 98 del Código de Comercio. 

Aquí, es diametral referir que el velo societario / velo corporativo, es un 
verdadero elemento de la esencia del contrato de sociedad al tenor de dicha 
norma del Código, —en todos y cada uno de sus tipos—, potísima razón por 
la cual un ente de control, como lo es la Contraloría General de la República, 
adolece de la capacidad para investirse como juez natural de tal contrato; 
cuánto menos para diseccionarlo en dirección a proceder a levantarle, 
derogarle o romperle (el velo), en búsqueda de decretar la desestimación de 
la personalidad jurídica; poder jurisdiccional que reposa constitucional y 
legalmente otorgado a prevención a la Superintendencia de Sociedades, 
según se reporta a Artículo 24, numeral 5, literal D, de la Ley 1564 de 2012, 
institutoria del Código General del Proceso. 

 
 
 

¨  ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea 
posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
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Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 
declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por 
él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 
impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces 
por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce que 
en el ordenamiento jurídico colombiano ya existen sendos debidos procesos,  
en sede judicial, —gobernados por leyes sustanciales y procesales, 
preexistentes—, que están indicados para enjuiciar la responsabilidad civil del 
particular que atente contra los intereses patrimoniales del estado, sea con 
venero en el delito, o en el cuasidelito, cuasicontrato o contrato, a saber:  

El Artículo 95 de la Ley 599 de 2000 / Código Penal, el Artículo 11 (literales c, 
d y e) de la Ley 906 de 2004 / Código de Procedimiento Penal, los artículos 
102, 103, 104, 105, 106, 107 y 108 de dicha misma Ley 906 de 2004 / Código 
de Procedimiento Penal: del ejercicio del incidente de Reparación Integral  ... 
así como el Artículo 140 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: medio de control de 

Reparación Directa. 

Con ello, legislar en punto a que un ente de control pueda decretar una 
prueba de tamaña trascendencia jurídica en su sede administrativa, sin 
detentar la precisa jurisdicción y la singular competencia para ello, léase: con 
ostensible violación al debido proceso, desconoce abiertamente la Carta, 
máxime que en el artículo atacado ello se le permite al ente de control tanto 
en la indagación preliminar como en el proceso en forma, lo que lo sepulta. 

 

¨  ARTÍCULO 38. Se garantiza el derecho de libre asociación para 
el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan 
en sociedad. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se obstaculiza y se 
restringe inconstitucionalmente el derecho que tienen las personas de 
libremente emprender, fundar empresa e invertir, lícitamente, en Colombia. 
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¨  ARTÍCULO 58. Se garantizan la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no 
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. 
Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de 
utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los 
derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, 
el interés privado deberá ceder al interés público o social. 

La propiedad es una función social que implica obligaciones. 
Como tal, le es inherente una función ecológica. 

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y 
solidarias de propiedad. 

Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el 
legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e 
indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de 
la comunidad y del afectado. En los casos que determine el 
legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía 
administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa - 
administrativa, incluso respecto del precio. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se transgrede la 
protección y promoción que, en cabeza de los particulares, debe el estado 
garantizar efectivamente a fin de blindarles en su lícito derecho a la 
propiedad privada, en sus diversas formas asociativas y solidarias, con o sin 
ánimo de lucro. 

 
 
 
 

¨  ARTÍCULO 60. El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el 
acceso a la propiedad. 

Cuando el Estado enajene su participación en una empresa, tomará 
las medidas conducentes a democratizar la titularidad de sus 
acciones, y ofrecerá a sus trabajadores, a las organizaciones 
solidarias y de trabajadores, condiciones especiales para acceder 
a dicha propiedad accionaria. La ley reglamentará la materia. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se transgrede la 
protección y promoción que, en cabeza de los particulares, debe el estado 
garantizar efectivamente a fin de blindarles en su lícito derecho a la 
propiedad privada en sus generales formas, con o sin ánimo de lucro. 
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¨  ARTÍCULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena 
fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos 
adelanten ante éstas. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se viola la 
presunción de buena fe, —de rango constitucional—, que protege a actores 
del comercio y a inversionistas dentro del sistema económico colombiano, en 
tanto también preexiste en Colombia el debido proceso, —en sede judicial—
, indicado para que se procese y se enjuicie la administración desleal que se 
le impute a socios o accionistas: Artículo 250 B, de la Ley 599 de 2000; Código 
Penal. 

 

¨  ARTÍCULO 90. El estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 
o la omisión de las autoridades públicas. 

En el evento de ser condenado el estado a la reparación patrimonial 
de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 
repetir contra éste. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se viola crasamente 
esta disposición, que es la que le da piso constitucional al Artículo 140 de la 
Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, medio de control de Reparación Directa; debido 
proceso, —en sede judicial—, al que debe apelar el estado para promover 
una pretensión reparadora cuando resulte perjudicado por la actuación de un 
particular, conforme claramente se expresa en el inciso tercero: “Las 
entidades públicas deberán promover la misma pretensión (reparación) 
cuando resulten perjudicadas por la actuación de un particular o de otra 
entidad pública”.  

 
 

¨  ARTÍCULO 100. Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los 
mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos. No 
obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a 
condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados 
derechos civiles a los extranjeros. 

Así mismo, los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, 
de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones 
que establezcan la Constitución o la ley. 

Los derechos políticos se reservan a los nacionales, pero la ley 
podrá conceder a los extranjeros residentes en Colombia el 
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derecho al voto en las elecciones y consultas populares de 
carácter municipal o distrital. 

La vulneración: Con el ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022 se viola crasamente 
esta disposición, pues se permite a un ente de control proceder a ordenar 
como prueba el levantamiento del velo corpora=vo / velo societario, en 
dirección a decretar la deses=mación de la personalidad jurídica en sede 
administra=va, para hacer responsable fiscal a un inversionista extranjero, por 
su sola calidad de accionista o de socio en una persona jurídica de derecho 
privado. 
 
 
 

¨  ARTÍCULO 113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la 
ejecutiva, y la judicial. 

Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos 
e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del 
Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones 
separadas pero colaboran armónicamente para la realización de 
sus fines. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se viola 
directamente la anterior norma de rango constitucional, pues se le ha 
otorgado a un ente de estirpe administrativa una función que, —por directiva 
del Constituyente Primario—, corresponde a una rama de poder público: la 
Judicial. 

 
 

¨  ARTÍCULO 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado, la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los 
Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. 

El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 

Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en 
materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin 
embargo no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios 
ni juzgar delitos. 

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la 
función de administrar justicia en la condición de jurados en las 
causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por 
las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los 
términos que determine la ley. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, pues con el mismo 
se le otorga a un ente de control una verdadera función judicial, que con 
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ocasión del mandato del Constituyente Primario ya está depositada dentro 
de la jurisdicción y competencia de los jueces de la república—Rama Judicial. 

 

 

¨  ARTÍCULO 117. El Ministerio Público y la Contraloría General de 
la República son órganos de control. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, ya que es del 
mandato del Constituyente Primario el que la Contraloría General de la 
República sea un ente de control, —no perteneciente a la Rama Judicial—, 
léase: que no detenta poder jurisdiccional. 

Resulta grotesco que, en el tercer inciso de la norma atacada, el legislador 
haya tenido por otorgar otra extravagante función al Contralor General de la 
República, para de paso asignarla a su subordinado Director de Información, 
Análisis y Reacción Inmediata del ente, así: “La orden impartida por el 
competente tendrá control jurisdiccional previo a su práctica por parte del 
Contralor General ... “.   

Así, asignarle funciones jurisdiccionales a un ente de control, profundiza la 
inconstitucionalidad que se ventila y que se enjuiciará públicamente a través 
de la presente demanda. 

 

¨  ARTÍCULO 119. La Contraloría General de la República tiene a 
su cargo la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado 
de la administración. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, en tanto con el 
mismo se excede la función constitucional propia que en la Carta se le 
encomienda a dicho ente de control, limitada a ejercer el control fiscal y a 
detonar procesos de responsabilidad fiscal en los que puede vincular, 
solamente, a gestores fiscales directos y/o indirectos; jamás a particulares. 

 
 
 

¨  ARTÍCULO 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, en tanto con el 
mismo se excede la función constitucional propia que en la Carta se le 
encomienda a dicho ente de control, limitada a ejercer el control fiscal y a 

https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013
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detonar procesos de responsabilidad fiscal en los que puede vincular, 
solamente, a gestores fiscales directos y/o indirectos; jamás a particulares. 

 
¨  ARTÍCULO 136. Se prohíbe al Congreso y a cada una de sus 
Cámaras: 

 
1. Inmiscuirse, por medio de resoluciones o de leyes, en asuntos de 

competencia privativa de otras autoridades. 
 

2. Exigir al Gobierno información sobre instrucciones en materia 
diplomática o sobre negociaciones de carácter reservado. 
 

3. Dar votos de aplauso a los actos oficiales. 
 

4. Decretar a favor de personas o entidades donaciones, 
gratificaciones, auxilios, indemnizaciones, pensiones u otras 
erogaciones que no estén destinadas a satisfacer créditos o 
derechos reconocidos con arreglo a la ley preexistente. 
 

5. Decretar actos de proscripción o persecución contra personas 
naturales o jurídicas. 
 

6. Autorizar viajes al exterior con dineros del erario, salvo en 
cumplimiento de misiones específicas, aprobadas al menos por las 
tres cuartas partes de los miembros de la respectiva Cámara. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, en trasunto de que 
el enjuiciamiento de la responsabilidad civil de particulares corresponde 
privativamente a los jueces de la república—Rama Judicial, máxime que a 
través de leyes no puede el Legislador, —desconociendo el debido proceso 
que preexista a órdenes, jurisdicción y competencia de tales jueces—, 
decretar actos de persecución contra personas naturales o jurídicas, lo que 
en efecto ha hecho. 

Adicionalmente, desestimar la personalidad jurídica; fin que se persigue con 
el mecanismo del levantamiento del velo societario / velo corporativo en sede 
administrativa, equivale directamente a proscribir y/o a cancelar la existencia 
material de la sociedad sin que medie la intervención y el decreto judicial, 
todo lo que resulta a su vez de pelambre inconstitucional conforme a la 
norma de la Carta arriba singularizada. 

 
 

¨  ARTÍCULO 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de 
la República regulará las siguientes materias: 

a. Derechos y deberes fundamentales de las personas y los 
procedimientos y recursos para su protección; 
 

b. Administración de justicia; 
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c. Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; 

estatuto de la oposición y funciones electorales; 
 

d. Instituciones y mecanismos de participación ciudadana. 
 

e. Estados de excepción. 
 

f. La igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la 
República que reúnan los requisitos que determine la ley. 
 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Gobierno Nacional o los miembros 
del Congreso presentarán, antes del 1o de marzo de 2005, un 
Proyecto de Ley Estatutaria que desarrolle el literal f) del artículo 
152 de la Constitución y regule además, entre otras, las siguientes 
materias: Garantías a la oposición, participación en política de 
servidores públicos, derecho al acceso equitativo a los medios de 
comunicación que hagan uso del espectro electromagnético, 
financiación preponderantemente estatal de las campañas 
presidenciales, derecho de réplica en condiciones de equidad 
cuando el Presidente de la República sea candidato y normas 
sobre inhabilidades para candidatos a la Presidencia de la 
República. 

El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá ser objeto de 
mensaje de insistencia si fuere necesario. El Congreso de la 
República expedirá la Ley Estatutaria antes del 20 de junio de 2005. 
Se reducen a la mitad los términos para la revisión previa de 
exequibilidad del Proyecto de Ley Estatutaria, por parte de la Corte 
Constitucional. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, ya que sólo a través 
de leyes estatutarias podía el legislador regular la materia de la 
Administración de Justicia, con ocasión de su estirpe y rango de derecho 
fundamental. 

 
 
 

¨  ARTÍCULO 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior de 
la Judicatura, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, 
el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, 
el Contralor General de la República, tienen la facultad de presentar 
proyectos de ley en materias relacionadas con sus funciones. 

La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, ya que al ser el 
referido artículo fruto de un primitivo proyecto de ley de iniciativa legislativa 
coordinada con la Contraloría General de la República, sólo podía impulsarse 
dentro del cosmos competencial y funcional del ente, más no extralimitarse 
en funciones, jurisdicciones y competencias que el Constituyente depositó en 
los jueces de la república—Rama Judicial. 
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¨  ARTÍCULO 267. La vigilancia y el control fiscal son una función 
pública que ejercerá la Contraloría General de la República, la cual 
vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes públicos, en todos los 
niveles administrativos y respecto de todo tipo de recursos 
públicos. La ley reglamentará el ejercicio de las competencias 
entre contralorías, en observancia de los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad. El control ejercido 
por la Contraloría General de la República será preferente en los 
términos que defina la ley. 

El control fiscal se ejercerá en forma posterior y selectiva, y 
además podrá ser preventivo y concomitante, según sea necesario 
para garantizar la defensa y protección del patrimonio público. El 
control preventivo y concomitante no implicará coadministración y 
se realizará en tiempo real a través del seguimiento permanente de 
los ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto de los recursos 
públicos, mediante el uso de tecnologías de la información, con la 
participación activa del control social y con la articulación del 
control interno. La ley regulará su ejercicio y los sistemas y 
principios aplicables para cada tipo de control. 

El control concomitante y preventivo tiene carácter excepcional, no 
vinculante, no implica coadministración, no versa sobre la 
conveniencia de las decisiones de los administradores de recursos 
públicos, se realizará en forma de advertencia al gestor fiscal y 
deberá estar incluido en un sistema general de advertencia público. 
El ejercicio y la coordinación del control concomitante y preventivo 
corresponde exclusivamente al Contralor General de la República 
en materias específicas. 

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el seguimiento 
permanente al recurso público, sin oponibilidad de reserva legal 
para el acceso a la información por parte de los órganos de control 
fiscal, y el control financiero, de gestión y de resultados, fundado 
en la eficiencia, la economía, la equidad, el desarrollo sostenible y 
el cumplimiento del principio de valoración de costos ambientales. 
La Contraloría General de la República tendrá competencia 
prevalente para ejercer control sobre la gestión de cualquier 
entidad territorial, de conformidad con lo que reglamente la ley. 

El control jurisdiccional de los fallos de responsabilidad fiscal 
gozará de etapas y términos procesales especiales con el objeto 
de garantizar la recuperación oportuna del recurso público. Su 
trámite no podrá ser superior a un año en la forma en que lo regule 
la ley. 

La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía 
administrativa y presupuestal. No tendrá funciones administrativas 
distintas de las inherentes a su propia organización y al 
cumplimiento de su misión constitucional. 

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, por mayoría 
absoluta, en el primer mes de sus sesiones para un periodo igual 
al del Presidente de la República, de lista de elegibles conformada 

https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013
https://app.vlex.com/vid/60004013


 
16 

por convocatoria pública con base en lo dispuesto en el artículo 
126 de la Constitución y no podrá ser reelegido ni continuar en 
ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. 

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que presente el 
Contralor y proveer las faltas absolutas y temporales del cargo 
mayores de 45 días. 

Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser 
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; tener 
más de treinta y cinco años de edad; tener título universitario en 
ciencias jurídicas, humanas, económicas, financieras, 
administrativas o contables y experiencia profesional no menor a 
5 años o como docente universitario por el mismo tiempo y 
acreditar las demás condiciones que exija la ley. 

No podrá ser elegido Contralor General quien sea o haya sido 
miembro del Congreso o se haya desempeñado como gestor fiscal 
del orden nacional, en el año inmediatamente anterior a la elección. 
Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condenado a pena de 
prisión por delitos comunes. 

En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del 
Contralor personas que se hallen dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal 
respecto de los candidatos. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desconoce 
abiertamente la anterior norma de rango constitucional, en tanto con el 
mismo se excede la función constitucional propia que en la Carta se le 
encomienda a dicho ente de control, —limitada a ejercer el control fiscal y a 
detonar procesos de responsabilidad fiscal en los que puede vincular, 
solamente, a gestores fiscales directos y/o indirectos; jamás a particulares—, 
máxime que al ser una entidad de carácter técnico, no tiene la vocación 
constitucional de ser depositaria de funciones distintas de las inherentes a su 
propia organización y al cumplimiento de su misión constitucional; vigilar la 
gestión fiscal. 

 
 
 

¨  ARTÍCULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada 
son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, 
nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización 
de la ley. 

La libre competencia económica es un derecho de todos que 
supone responsabilidades. 

La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que 
implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones 
solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 

El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se 
restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier 



 
17 

abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante 
en el mercado nacional. 

La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo 
exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la 
Nación. 

 
La vulneración: Con el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 se desestimula el 
desarrollo empresarial, lo que es directamente contrario al mandato del 
Constituyente; léase: estimularlo, adicional a que desarraigar el debido 
proceso propio y preexistente para el enjuiciamiento de la responsabilidad 
civil que se le endilgue a particulares y que está a órdenes de los jueces de la 
república—Rama Judicial, restringe automáticamente la libertad económica 
de los asociados, sin que al día de hoy exista promulgado algún tipo de 
limitante a la precisa actividad de constituir sociedades y de invertir, más allá 
de la normatividad que ataca la financiación, promoción y explotación para 
con actividades delincuenciales, ilegales y de terrorismo, o la protección y 
cláusula de reserva de los arbitrios rentísticos y/o monopolísticos de la 
nación. 

 

 

V. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN Y PROBANZAS: 
 
Para absolver el requisito de carga argumenta=va y probatoria que necesita la 
presente acción pública, —en dirección a que la honorable Corte 
Cons=tucional la admita a trámite y se conduzca a provocar el debate y el 
pronunciamiento de fondo que se impetra a Dtulo de pretensión principal, o 
en su defecto para que se opte por el derrotero que con todo respeto se 
formula como pretensión subsidiaria, a punto VI—, el suscrito accionante 
desarrollará la tesis de incons=tucionalidad acudiendo a la metodología 
clásica del análisis jurídico per=nente desde las tres (3) óp=cas jurídicas 
necesarias, a saber: (i) La violación a la Cons=tución desde la óp=ca del 
derecho público; (ii) La violación a la Cons=tución desde la óp=ca del derecho 
privado, y (iii) La violación a la Cons=tución desde la óp=ca del Derecho 
Internacional Público y para con obligaciones convencionales incorporadas al 
Bloque.   
 
Ruego de la honorable Corporación, —que como problema jurídico a fijarse 
como de relevancia cons=tucional, que necesite de su desate por medio de 
un pronunciamiento de fondo que opte por la declaratoria o no de 
inexequibilidad del arDculo 65 de la Ley 2195 de 2022—, se enuncie:  
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¿Es consQtucional que en Colombia se permita a un ente de control 

proceder, en sede administraQva, a ordenar como prueba el 

levantamiento del velo corporaQvo / velo societario, en dirección a 

decretar la desesQmación de la personalidad jurídica? 

 
Para proceder a discurrir para con los tres (3) teatros jurídicos referidos en 
este punto, indicaré unos hechos cons=tucionales, legales y regulatorios que 
considero relevantes para el proceso, los que ha de considerar la Corporación 
en el correspondiente análisis. 
 
 

5.1. HECHOS CONSTITUCIONALES, LEGALES Y REGULATORIOS 

RELEVANTES: 
 
Para el desate de fondo de la presente acción pública, el suscrito legi=mado 
accionante considera que resultan de análisis mandatorio los siguientes 
pronunciamientos de la honorable Corte Cons=tucional, —como cosa juzgada 
cons=tucional—, así como las siguientes normas, providencias y apartes de 
regulaciones a=nentes al problema jurídico, sin perjuicio de los que en su 
exaltada sabiduría tenga la respetada Corporación por descartar o adicionar: 
 
 

§ Sentencia C-165 de 1993:  
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/1993/c-165-93.htm 
   
 

§ Sentencia C-442 de 1996:   
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/1996/C-442-96.htm  

 
 

§ Sentencia C-840 de 2001:   
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2001/c-840-01.htm 
  

 
§ Sentencia C-1176 de 2004: 

 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2004/C-1176-
04.htm    

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/c-165-93.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1996/C-442-96.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/c-840-01.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-1176-04.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-1176-04.htm
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§ Sentencia C-529 de 2006:  
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2006/c-529-06.htm 
  

 
§ Sentencia SU-431 de 2015:  

 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2015/SU431-15.htm  
 
   

§ Sentencia C-537 de 2016:  
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2016/C-537-16.htm 
  
 

§ Sentencia C-492 de 2019: 
 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/relatoria/2019/C-492-19.htm 
   

 
§ Sentencia C-438 de 2022: 

 
hsps://www.cortecons=tucional.gov.co/Relatoria/2022/C-438-22.htm 
   

 
§ ArDculo 98, Código de Comercio: 

 
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comerc
io_pr003.html#98   

 
 

§ ArDculo 1602, Código Civil: 
 
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr
049.html#1602    
 
 

§ Ley 267 de 1996:  
 
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0267_1996
.html     

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2006/c-529-06.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/SU431-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-537-16.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/C-492-19.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/C-438-22.htm
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr003.html#98
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr003.html#98
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr049.html#1602
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr049.html#1602
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0267_1996.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0267_1996.html
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§ ArDculo 42, Ley 1258 de 2008:   

 
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1258_2008
.html#42  
 
 

§ Ley 1950 de 2019:   
 
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1950_2019
.html   
 
 

§ ArDculo 24, Ley 1564 de 2012:  
  
hsp://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012
.html#24  

 
 

§ Auto SC1643, 2022, CSJ, 0015801.  
 
hsps://cortesuprema.gov.co/corte/wp-
content/uploads/2022/07/SC1643-2022-2016-00158-01.pdf  

 
 
 

5.2. LA VIOLACIÓN A LA CONSTITUCIÓN DESDE LA ÓPTICA DEL 

DERECHO PÚBLICO: 
 
El Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022 es plenamente incompatible y trasgresor 
de la Carta, en punto a que, primero, se rebela ante su supremacía, para pasar 
a obviar y a desconocer ramplonamente que en el ordenamiento jurídico 
colombiano obraban ya los sendos debidos procesos, que en sede judicial y 
gobernados por leyes sustanciales y procesales preexistentes, resultan ser los 
indicados para enjuiciar la responsabilidad civil del particular que atente 
contra los intereses patrimoniales del estado, sea con venero en 
comportamientos de estofa criminal o delictual, o con origen en otro tipo de 
actuaciones que se presenten como fuente de la obligación reparadora por 
daños o perjuicios. 

Ciertamente, el Artículo 95 de la Ley 599 de 2000 / Código Penal, así como el 
Artículo 11 (literales c, d y e) de la Ley 906 de 2004 / Código de Procedimiento 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1258_2008.html#42
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1258_2008.html#42
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1950_2019.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1950_2019.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#24
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#24
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1643-2022-2016-00158-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/07/SC1643-2022-2016-00158-01.pdf
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Penal, y los artículos 102, 103, 104, 105, 106, 107 y 108 de la misma, 
instituyeron hace tiempo y de forma completa y absoluta el mecanismo que 
permite el ejercicio del Incidente de Reparación Integral para la 
materialización de la justicia restaurativa, con ocasión de la titularidad de la 
acción civil que se deriva del daño ocasionado por el delito; misma que está 
en cabeza de la víctima, sea ella una persona natural o una persona jurídica 
de derecho privado o público. 

A su vez, conforme lo condensó primitivamente también el legislador en el 
Artículo 140 de la Ley 1437 de 2011, —Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo—, cuando no media una 
responsabilidad civil atada a la realización y/o consumación de una conducta 
punible, sino que proviene el daño del cuasidelito, del contrato o del 
cuasicontrato, el estado debe acudir ante lo Contencioso Administrativo para 
que, con ocasión de cláusula general de jurisdicción descrita a Artículo 104 de 
la misma legislación, asuma como activa la pretensión judicial de que se le 
repare por el daño antijurídico producido por la acción u omisión de un 
particular: medio de control de Reparación Directa. 

Los anteriores dos (2) debidos procesos, asentados y permanentes desde 
hace más de una década en el ordenamiento jurídico colombiano, en sede 

judicial, permiten sancionar de inconstitucional el hecho de que el Legislador 
haya posteriormente hecho de norma lo atinente a que un ente de control, 
—como lo es la Contraloría General de la República—, pueda decretar la 
trascendental prueba jurídica del levantamiento del velo societario en 
dirección a deslegitimar la existencia y valor de una persona jurídica, sin 
detentar la precisa jurisdicción y la singular competencia para ello, sumado 
que al ser sede administrativa provoca por contera una ostensible violación 
al debido proceso que desconoce abiertamente la Carta, máxime que en el 
artículo atacado se le permite al ente de control tal desviación tanto en las 
etapas de indagación preliminar como en el proceso en forma, en un rito 
procedimental que es exclusivamente resarcitorio, no sancionatorio. 

Patente resulta que el respetable y muy importante ente de control no puede 
ser depositario de una función judicial, no sólo (i) Por su naturaleza jurídica 
descrita y delimitada e la Constitución Política (no hace parte de la rama 
judicial), sino (ii) Porque tiene ya la capacidad, el deber y la obligación de 
acudir y de apelar, con vocación de parte activa, a promover su pretensión 
reparadora ante un juez, cuando el erario y/o los bienes fiscales resulten 
perjudicados por la actuación, no de un gestor fiscal, directo o indirecto, sino 
de un particular, conforme claramente se expresa en el inciso tercero del 
traído a colación Artículo 140:  
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“Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión (de 
reparación) cuando resulten perjudicadas por la actuación de un 
particular o de otra entidad pública”. 

 

La norma atacada, pues, viola directamente la Carta, pues con ella se le ha 
otorgado a un ente de estirpe administrativa una función que, —por directiva 
del Constituyente Primario—, corresponde a una rama del poder público: la 
Judicial. 

Dentro de la inexorable inconstitucionalidad que con el razonamiento 
anterior intento con todo respeto transmitir, resulta adicionalmente 
grotesco, como ya dije, que mediante el tercer inciso de la norma atacada, el 
legislador haya tenido por otorgar otra extravagante función al Contralor 
General de la República, para de paso asignarla a su subordinado Director de 
Información, Análisis y Reacción Inmediata del ente, así: “La orden impartida 
por el competente tendrá control jurisdiccional previo a su práctica por 
parte del Contralor General ... “;  

Asignarle funciones jurisdiccionales a la cabeza de un ente de control, 
profundiza la inconstitucionalidad que se evidencia, en tanto con dicho 
acápite se desquicia aún más la función constitucional propia que en la Carta 
se le encomienda a dicho ente de control, limitada a ejercer el control fiscal y 
a detonar procesos de responsabilidad fiscal en los que puede vincular, 
solamente, a gestores fiscales directos y/o indirectos; jamás a particulares. 

Importante, para los efectos de la decisión de fondo que tomare la honorable 
Corte Constitucional para con la presente acción pública, es que se verifique 
que  sólo a través de leyes estatutarias podía el Legislador regular la materia 
de la Administración de Justicia, con ocasión de su estirpe y rango de derecho 
fundamental, y que con ocasión del fatal y hoy demandado Artículo 65 de la 
Ley 2195 de 2022, se ha desconocido abiertamente que, al ser fruto de un 
primitivo proyecto de ley ordinaria, de iniciativa legislativa coordinada con la 
Contraloría General de la República, sólo podía idearse e impulsarse dentro 
del cosmos competencial y funcional del ente de control, más nunca en 
dirección extralimitada para con las funciones, jurisdicciones y competencias 
que el Constituyente depositó en los jueces de la república—Rama Judicial. 

Y es que, honorables Magistrados y Magistradas, al ser la Contraloría General 
de la República una entidad de carácter técnico, tampoco tiene la vocación 
constitucional de ser depositaria de funciones distintas de las inherentes a su 
propia organización y al cumplimiento de su misión constitucional: para el 
caso concreto, los procesos de responsabilidad fiscal tienen como sujeto 
pasivo, —único y exclusivo—, al responsable directo o indirecto de la gestión 
fiscal, tal y como ya tuvo por dilucidarlo la honorable Corporación en su 
Sentencia C-438 de 2022 con el debido piso que brinda el Artículo 686 de la 
Carta, dentro de lo que comporta una intención del Constituyente, 
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consecutiva del Legislador, de que se lleven hacia adelante plausibles 
acciones resarcitorias efectivas en favor del erario y de los bienes fiscales, 
mediando el dolo o la culpa grave de quien los administra y les dispone, 
situación de hecho que jamás puede encuadrarse para con un accionista o 
socio, que con ocasión de dicha sola y particular calidad (la de un inversionista 
en una empresa, con derecho a percibir dividendos y a votar en asamblea) 
jamás podría hacerse a la condición de gestor fiscal, en ningún sentido. 

No puede echarse en saco roto que los procesos de responsabilidad fiscal, 
resultan ser, —conforme a ley—, unas actuaciones que en dicha sede 
administrativa y a través de una dinámica inquisitiva de auscultamiento de la 
verdad, buscan resultados exclusivamente resarcitorios en favor de los bienes 
fiscales y/o del erario, más no sancionatorios en función de la actuación de 
determinadas personas naturales o jurídicas, lo que implica que apreciemos 
que, mediante el Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022, se distorsiona dicha 
naturaleza jurídica de tal trámite, para intentar hacerlo efectivamente un 
proceso administrativo sancionatorio, razón que rebosa al derrame la 
inconstitucional de grave índole que le endilgo a la norma. 

En síntesis, y conforme al mandato escrito del Constituyente Primario y desde 
la óptica del derecho público, un órgano de control no puede ser de 
jurisdicción, por la contundencia que representa ser el que nuestro diseño 
constitucional se sustenta en la clara separación de poderes; anteriores 
motivos todos que, sin temor a equivocarnos, edifican las basilares necesarias 
que nos conducen a denigrar de inconstitucional el que en Colombia se le 
permita proceder a dicho ente de control a ordenar como prueba el 
levantamiento del velo corporativo / velo societario, en dirección a decretar 
la desestimación de la personalidad jurídica, en sede administrativa. 

 
 

5.3. LA VIOLACIÓN A LA CONSTITUCIÓN DESDE LA ÓPTICA DEL 

DERECHO PRIVADO: 
 

Delanteramente manifiesto que la Contraloría General de la República no 
ostenta ni la vocación, ni la calidad de juez natural del contrato de sociedad, 
razón suficiente para el decreto de inexequibilidad de la norma enjuiciada. 

Es natural, legal y lícito en el sistema jurídico-económico que impera en la 
República de Colombia, el que las personas naturales, —pro-creadas, de 
origen biológico, de carne y hueso—, que se hallen en plena capacidad y 
disposición de sus atributos, se conduzcan a crear personas jurídicas de 
derecho privado, —sean éstas fundaciones, asociaciones o sociedades—, las 
que nacerán a la vida del derecho a su vez con sus respec=vos atributos 
individuales, plenamente diferenciables de los de sus creadores, si natural y 
cabalmente se cumple con una serie de requisitos legales y a veces con una 
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que otra exigencia protocolaria. Dicha capacidad la detentan también, a su 
vez, las ya existentes personas jurídicas. 
 
Tiene fundamento legal esto en el Art. 98 del Decreto-Ley 410 de 1971 
(Código de Comercio) que dicta: "La sociedad, una vez cons>tuida 
legalmente, forma una persona jurídica dis>nta de los socios 
individualmente considerados".  
 
Es esta ficción jurídica la que permite en la jurisdicción nacional: (i) Llevar a la 
realidad la existencia de corporaciones, compañías y empresas como sólidas 
personas jurídicas de derecho privado, lo que para el puntual caso de las 
sociedades civiles y comerciales se logra a través de la negociación y 
suscripción de un contrato; el contrato de sociedad, y (ii) Hacer efec=va, 
lucra=va, eficiente, sostenible y socialmente responsable la inversión y el 
tránsito de bienes y valores en el mercado, lo que en las sociedades 
capitalistas se traduce en la realización ac=va de los dos (2) pilares de dicho 
sistema económico: 1. El Derecho a la Propiedad Privada y 2. El Derecho a la 

Libre Empresa  (Realmente, «la sociedad comercial» en su expresión material, 
es por antonomasia la representación más fiel y acertada de lo que es el 
Capitalismo en el mundo contemporáneo).  
 
Estándonos en que son varios son los =pos societarios que las personas 
pueden escoger, —para en ellos contratar—, conforme al tal régimen jurídico 
que existe desde el año 1971 en Colombia, con sus modificaciones y 
amplificaciones a la fecha, podemos tranquilamente asen=r en que, por 
ejemplo, el =po sociedad anónima, Título VI, Art. 373 y siguientes de dicho 
Código de Comercio, =ene por nombre tal consecu=va adje=vación, entre 
otras razones por la siguiente, explicada grosso modo: sus accionistas pueden 
permanecer en el anonimato, en protección de sus intereses e inversión y con 
ocasión de que la nueva persona jurídica creada ha de acudir a honrar sus 
obligaciones y a detentar sus atributos, calidades y derechos en el mercado, 
de forma autónoma e independiente de sus accionistas.  
 
Así mismo, los =pos de sociedad de responsabilidad limitada, colec=va y 
otros, —en los que la iden=dad de sus accionistas y/o socios sí resulta de 
eventual dominio público—, también obedecen al primi=vo mandato 
legisla=vo en comento: forman una persona jurídica dis=nta de sus socios; 
dígase sin ambages: ¡son otra persona! 
 
Es esa protección jurídica lo que en derecho se denomina el velo societario o 
velo corpora=vo, que obra en función de esa frontera legal que incomunica 
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las responsabilidades y patrimonio de la persona jurídica frente a sus socios o 
accionistas, en el escenario de lo lícito y en un cosmos de buena fe.  
 
Así, aunque es propio de la persona jurídica anónima el que la iden=dad de 
sus accionistas permanezca oculta al público, tal y como lo permite y lo regula 
la ley, en los otros =pos societarios, —donde ello se puede saber sin óbice 
jurídico alguno—, también se pregona tal jurídica dis=nción, separación y 
garanDa. 
 
Reconociendo pues que la persona jurídica es un ente completamente 
dis=nto y plenamente diferenciable de sus accionistas o socios, —los 
fundantes e incluso los futuros—, lo que a su vez se depreca de todos y cada 
uno de sus atributos personificantes, como lo son especialmente el de la 
capacidad (para la persona jurídica: el objeto social) y el del patrimonio (para 
la persona jurídica: el capital social), si las personas se conducen en derecho 
y para con sus haberes económicos, en la dirección a ejercer también su 
derecho cons=tucional a la libertad de empresa, optando por negociar y 
celebrar un «contrato de sociedad»; documento que será «ley para los 
accionistas / socios», en el que además de cifrarle tal objeto social y comercial 
se le cons=tuirá el capital, protocolizando en ciertos casos la minuta para 
inmediatamente registrar su creación ante una Cámara de Comercio, ¿de 
dónde a acá, un ente de control, de carácter administra=vo, como lo es la 
Contraloría General de la República, se ha de atrever con su dedo 
diseccionador a inquirir, requerir, modificar, excepcionar, derogar o romper tal 
elemento de la esencia1 de dicho contrato: el velo societario ? 
 
Por cuanto todo contrato legalmente celebrado se vuelve ley para las partes 
y no puede ser invalidado sino por su consen=miento mutuo o por causas 
legales (Art. 1602 del Código Civil), intrínseco resulta que los vínculos 
pactados y que las prerroga=vas establecidas a par=r de la negociación del 
mismo, —en función del tratamiento jurídico debido, oportuno y 
menesteroso para con sus elementos esenciales y de su naturaleza—, no sean 
escrutables, modificables o desatendibles sino por intervención del juez 
competente, quien es la autoridad que interpreta y dicta el derecho frente a 
la dicha ley privada; sin perjuicio por supuesto de que las modificaciones, 
reformas, transformaciones, fusiones, novaciones o decisiones que sobre el 

 
1 Código de Comercio, Art. 98: Contrato De Sociedad - Concepto - Persona Jurídica Dis:nta: Por el contrato 
de sociedad dos o más personas se obligan a hacer un aporte en dinero, en trabajo o en otros bienes 
apreciables en dinero, con el fin de repar;rse entre sí las u;lidades obtenidas en la empresa o ac;vidad social. 
 
La sociedad, una vez constituida legalmente, forma una persona jurídica distinta de los socios 
individualmente considerados. 
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mismo contrato de sociedad se pretendan, las emprendan o las re-negocien 
las mismas partes, conforme a la norma citada en este preciso párrafo. 
 
Así, es del tal «contrato de sociedad» que ha nacido a la vida jurídica con 
ocasión de la ley general y por el acto jurídico lícito de sus accionistas o socios, 
el que sólo ellos, —o el juez de la república en su sede jurisdiccional 
competente—, puedan disponer de su disección, excepción, cambio, 
enervamiento de sus efectos o incluso de su sanción; poDsima razón por la 
cual podemos denigrar del que en sede administra=va se quieran tomar 
decisiones en punto a la legalidad, realidad jurídica y prestaciones de un 
«contrato de sociedad», pues para ello lo propio es, en exclusiva, acudir a sede 
judicial, —vía acción—, si no media la voluntad y la anuencia de sus 
contratantes.  
 
No =ene pues el ente de control ni la jurisdicción, ni la competencia, ni 
legi=mación alguna para tales efectos (como se aprecia de la consecuencia 
jurídica del citado ArDculo 1602 del Código Civil), y a eso súmesele: es diáfano 
ya, —en las citadas voces recientes y defini=vas de la administración de 
jus=cia en lo cons=tucional—, que no puede procesar fiscalmente a 
par=culares que no tengan la calidad de gestores fiscales, en contraste a que 
la acción de levantamiento del velo corpora=vo, en efecto ya existe (Art. 42 
de la Ley 1258 de 2008 y Art. 24, numeral quinto, literal d, de la Ley 1564 de 
2012, con su desarrollo jurisprudencial y doctrinario), pero como un poder 
exclusivo y excluyente del juez natural del contrato de sociedad, —que en 
conocimiento de causa la procesa, eventual e incidentalmente, en ejercicio de 
la sana crí=ca a la que acude en su sede judicial para examinar, contra 
probanzas, la buena fe de accionistas, socios y hasta administradores—.  
 
Aquí, menesteroso resulta también afirmar que la buena fe se ha de presumir 
siempre presente en el actuar de todos ellos (accionistas, socios y hasta 
administradores), ya que por demás no todo levantamiento del velo implica 
per se una material deses=mación de la persona jurídica, que conlleve 
inexorablemente a una declaratoria de determinada responsabilidad, pues 
caduco es en nuestra sociedad todo endilgamiento de responsabilidad 
obje=va. 
 
Por todas las anteriores razones, podemos pues afirmar, desde la óp=ca del 
derecho privado, que con la deses=mación de la personalidad jurídica en sede 
administra=va se pondría en serio riesgo el sistema económico que procura 
por la salvaguarda y protección de los intereses lícitos de los actores de la 
economía y de las inversiones, así como en un muy peligroso trance a gran 
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parte de la seguridad jurídica económica y comercial, necesaria como nunca 
antes en el mercado y en nuestra sociedad.  
 
Si la Contraloría General de la República no es el juez de los contratos estatales 
(dislate que también hemos tenido por comba=rle), menos lo puede ser de 
los contratos de sociedad. 
 
En tanto es una ineludible consecuencia racional e intelectual el aceptar que 
es absoluta la diferenciación que existe entre la sociedad como persona 
jurídica, plenamente distinguible de los socios o accionistas individualmente 
considerados al tenor del artículo 98 del Código de Comercio, podemos a su 
vez indicar que el velo societario / velo corporativo es un verdadero elemento 
de la esencia del contrato de sociedad, —en todos y cada uno de sus tipos—; 
potísima razón por la cual un ente de control, como lo es la Contraloría 
General de la República, adolece de la habilitación constitucional para 
investirse como —juez natural de tal contrato—; cuánto menos para 
diseccionarlo en dirección a proceder a levantarle, derogarle o romperle (el 
velo), en búsqueda de decretar la desestimación de la personalidad jurídica, 
poder jurisdiccional que, se repite, reposa constitucional y legalmente 
otorgado obviamente a los Jueces, y a prevención a la Superintendencia de 
Sociedades en funciones jurisdiccionales, según se reporta en la legislación 
vigente en comento. 

Repárese, por favor, en que con la existencia y la vigencia del señalado 
Artículo 65 de la Ley 2195 de 2022, se obstaculiza y se restringe 
inconstitucionalmente el derecho que tienen las personas de libremente 
emprender, fundar empresa e invertir, lícitamente, en Colombia, para de 
paso transgredirse la protección y promoción que, en cabeza de los 
particulares, debe el estado garantizar efectivamente, a fin de blindarles en 
su lícito derecho a la propiedad privada, en sus diversas formas asociativas y 
solidarias, con o sin ánimo de lucro.  

No extirpar del ordenamiento jurídico la norma demandada, honorables 
Magistrados y Magistradas, implicaría aceptar un desquicie de irremediables 
consecuencias, pues cada vez que, en su sede administrativa, la Contraloría 
General de la República proceda con el levantamiento del velo corporativo, 
se estaría ordenando, practicando y recaudando una prueba con violación al 
debido proceso; nula siempre de pleno derecho, lo que discrepa 
profundamente de gran parte de la protección constitucional de la que gozan 
los actores del comercio en nuestro país, que se sustenta centralmente en 
que (i) Preexisten en Colombia los debidos procesos, (ii) Que lo son en sede 
judicial, (iii) Que son fuente de la confianza legítima que ellos depositan en el 
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estado, (iv) Que uno es el indicado para que se procese y se enjuicie la 
administración desleal que se le impute a socios o accionistas: Artículo 250 B, 
de la Ley 599 de 2000; Código Penal, y (v) Que el otro es el propio para el 
enjuiciamiento de la responsabilidad civil de particulares para con eventos no 
delictivos, pero que también corresponde privativamente a los jueces de la 
república—Rama Judicial. 

Se debe rechazar pues, el que a través de leyes ordinarias intente el 
Legislador, —desconociendo el debido proceso que preexista a órdenes, 
jurisdicción y competencia de tales jueces—, decretar actos de persecución 
contra personas naturales o jurídicas, pues dedúzcase que desestimar la 
personalidad jurídica; fin que se persigue con el mecanismo del 
levantamiento del velo societario / velo corporativo en sede administrativa, 
equivale directamente a proscribir y/o a cancelar la existencia material de la 
sociedad sin que medie la intervención y el decreto judicial, todo lo que 
resulta a su vez de pelambre inconstitucional conforme a la Carta. 

Urge pues que la honorable Corte Constitucional medite en dirección a 
proceder a contrarrestar la grave restricción impuesta automáticamente a la 
libertad económica de los asociados, siendo que hoy día no ha sido  
promulgado algún otro tipo de limitante a la precisa actividad de constituir 
sociedades, más allá de la normatividad que ataca la financiación, promoción 
y explotación para con actividades delincuenciales, ilegales y de terrorismo, o 
la protección y cláusula de reserva de los arbitrios rentísticos y/o 
monopolísticos de la nación. 

Me reitero pues, en que desde la óp=ca del derecho privado tampoco es 
cons=tucional que en Colombia se permita a un ente de control proceder a 
ordenar como prueba el levantamiento del velo corpora=vo / velo societario, 
en dirección a decretar la deses=mación de la personalidad jurídica, en sede 
administra=va. 
 
 
 

5.4. LA VIOLACIÓN A LA CONSTITUCIÓN DESDE LA ÓPTICA DEL 

DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO Y PARA CON 

OBLIGACIONES CONVENCIONALES INCORPORADAS AL 

BLOQUE: 
 
Con el ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022 se viola la Cons=tución Polí=ca de 
Colombia desde el punto de vista del derecho internacional público y para con 
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diversidad de obligaciones con fuente en pactos de dicha naturaleza, 
celebrados por el estado Colombiano con entes extranjeros, una de ellas:  
 

à  La obligación que ha adquirido Colombia de dar un trato justo, 
equita=vo e igualitario al inversionista extranjero, en comparación con el 
inversionista nacional, y en tanto que, en respecto de los inversionistas 
colombianos, se considera a su vez ellos =tulares, de forma recíproca, de la 
capacidad que detentan para proceder a inver=r en el exterior, bajo las 
mismas condiciones y en búsqueda legí=ma de la igual y correspondiente 
seguridad jurídica; privilegio que =ene sustento cons=tucional en el 
ArDculo 100 de la Carta.  
 

Lo anterior, que claramente se nos reporta bilateral y sinalagmá=co para con 
cada uno de los inversionistas, —sea el uno nacional y el otro extranjero, y sea 
el foro de la inversión la República de Colombia o alguna de las otras 
jurisdicciones—, con la norma atacada dejó de ser insólitamente prerroga=va, 
pues con su vigencia en el ordenamiento jurídico se permite hoy, en Colombia, 
que un ente de control, que no es ni por asomo parte de la Rama Jurisdiccional 
del poder público, adelante procesos administra=vos de responsabilidad 
fiscal, en los que además de poder vincular como sujetos pasivos del mismo a 
los responsables directos o indirectos de la ges=ón fiscal, pueda hacerlo en 
respecto incluso de los inversionistas, con todo y la violación que de sus 
garanDas procesales y derechos fundamentales ello forzosamente ocasiona. 
 
Así, buscando ulteriormente hacerles responsables obje=vos de resarcir al 
erario y/o a los bienes fiscales, —por el solo hecho de detentar los 
inversionistas la condición de accionistas o de socios en una persona jurídica 
de derecho privado—, el Legislador, con la dicha fatal autorización que le ha 
dado un ente de control en sede administra=va, se ha desentendido de las 
obligaciones que muchos años atrás indicó como lícitas y obligatorias para sí, 
y por contera para el estado; contradicción insensata que se enfrenta 
altaneramente a la diversidad de Acuerdos Internacionales de Inversión (AII´s) 
que Colombia ha celebrado, incluso desde la década del 90; todos y cada uno 
de ellos en los que se negociaron estándares de protección como: La garanDa 
de trato justo, equilibrado y equita=vo; Trato nacional y nación más 
favorecida; Prohibición de expropiación sin debido proceso e indemnización, 
y Protección y seguridades jurídicas plenas. 
 
Claro es pues que a par=r del 18 de enero del año 2022, conforme se reporta 
en el Diario Oficial No. 51.921, soporta tal inversionista extranjero en 
Colombia un grave riesgo de padecer una vía de hecho por parte de la 
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Contraloría General de la República; desquiciado cosmos en el que, aunque 
se le garan=zaron previamente dos (2) debidos procesos en sede judicial, —
propios para que allí se le enjuicie en punto a la responsabilidad penal o civil 
que ha de cargar con ocasión del des=no o desarrollo de su inversión, 
enarbolando su derecho de defensa y conforme a todo lo explicado en los 
acápites anteriores—, se le ha sorprendido ahora con otra dinámica oficial, 
que resulta no sólo inquisi=va, léase: sin verdadero juez de por medio, sino 
que va dirigida a molestarle, a embargarle o a expropiarle en sus intereses 
jurídico-económicos lícitos, por una conducta que, en función de su mera 
calidad de accionista o socio, no es ni de lejos propia del universo de la ges=ón 
fiscal. 
 
A través de la Sentencia C-442 de 1996, fue la misma honorable Corte 
Cons=tucional de Colombia quien le impar=ó aprobación, en el marco de su 
suprema competencia, a la Ley 267 de 1996, “Por medio de la cual se aprueba 
el Convenio sobre arreglo de diferencias rela>vas a inversiones entre 
Estados y Nacionales de otros Estados, hecho en Washington el 18 de marzo 
de 1965”; trámite legisla=vo que después de muchos años se agotó al fin, con 
la resulta jurídica que habla de que el estado colombiano contrajo además 
obligaciones precisas para resolver controversias con inversionistas 
extranjeros.  
 
El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Rela7vas a Inversiones, -
CIADI-, con sede en Washington y en París desde 1996, es el producto material 
de dicho Convenio; Oficina a la que acuden Colombia y los colombianos, como 
estado y como inversionistas, en calidad de partes demandadas o 
demandantes, cada vez que se desconoce en sus derechos a los inversionistas 
extranjeros en las correspondientes jurisdicciones signatarias, aparato que 
podría llegar a verse rápidamente conges=onado con ocasión de la mul=tud 
de reclamaciones que tendrían por venir: una por cada una de las pruebas 
decretadas de levantamiento del velo societario en sede administra=va, en la 
que se involucren tales intereses, ya sea con ocasión de una medida cautelar 
o de una decisión de fondo.  
 
Este eventual escenario, —de sobrevivir el ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022 
el examen de cons=tucionalidad solicitado—, presupone un riesgo li=gioso 
inmenso que sobre los intereses de la Nación ha provocado el Congreso de la 
República, razón suficiente para que la honorable Corporación tache de 
inexequible la norma escrudiñada, pues desde la óp=ca del derecho 
internacional público resulta profusamente incons=tucional que en Colombia 
se permita, a un ente de control, proceder a ordenar como prueba el 
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levantamiento del velo corpora=vo / velo societario, en dirección a decretar 
la deses=mación de la personalidad jurídica en sede administra=va, para 
hacer responsable fiscal a un inversionista extranjero, por su sola calidad, —
sin fórmula de juicio—, de accionista o de socio en una persona jurídica de 
derecho privado. 
 
 
 

VI. PRETENSIONES: 
 
Aprecia la honorable Corte Cons=tucional que la temá=ca objeto de análisis, 
de manera general se circunscribe a la resulta que con ocasión de la Sentencia 
C-438 de 2022 se produjo en favor del orden cons=tucional y jurídico, al 
decretarse como INEXEQUIBLE la norma que permiDa a la Contraloría General 
de la República procesar a par=culares, en sede administra=va de 
responsabilidad fiscal, sin tener ellos la calidad gestores fiscales; el ex=rpado 
ArDculo 37 de la ley 2195 de 2022. 
 
Con ello, con el superior de los respetos, solicito que, en el evento en que la 
Corte Cons=tucional considere, en su rectora e invencible sabiduría, que no 
es necesario someter a examen la presente acción pública de 
incons=tucionalidad, —por rondar un punto de derecho cons=tucional ya 
evacuado en la dicha Sentencia C-438 de 2022; por ende abrigado de cosa 
juzgada cons=tucional, con todo y que está la presente acción dirigida contra 
otro par=cular arDculo de la Ley 2195 de 2022—, se conduzca la corporación 
a acceder a realizar la pretensión única subsidiaria que a con=nuación 
consigno. 
 
Así, el suscrito ciudadano accionante, una vez tuvo mediante este escrito por 
introducir el tópico de relevancia cons=tucional, por acreditar su legi=mación, 
por indicar la norma demandada, por singularizar las disposiciones 
cons=tucionales vulneradas y por absolver los requisitos de carga 
argumenta=va y probatorios mínimos, formula ante la Corte Cons=tucional, 
Rama Judicial, República de Colombia, las siguientes pretensiones: 
 
 

6.1. PRETENSIÓN ÚNICA PRINCIPAL: DECLÁRESE la INEXEQUIBILIDAD 
del ArDculo 65 de la Ley 2195 de 2022, en todos y cada uno de sus 
incisos y apartes. 
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6.2. PRETENSIÓN ÚNICA SUBSIDIARIA: ACLÁRESE, COMPLEMÉNTESE y 
ADICIÓNESE la Sentencia C-438 de 2022, en punto a decretar que, 
—por padecer de los mismos reparos que dan al traste con su 
cons=tucionalidad—, se ha de DECLARAR también y 
consecuentemente como INEXEQUIBLE el ArDculo 65 de la Ley 2195 
de 2022, en todos y cada uno de sus apartes. 
 

 
VII. COMPETENCIA Y PETICIONES ADICIONALES: 

 
Como se puede apreciar, el conocimiento del asunto sub examine no 
corresponde a la competencia del honorable Consejo de Estado con ocasión 
de los par=culares poderes que en dicha corporación reposan para analizar 
incons=tucionalidades, como que tampoco correspondería a un Juez en sede 
de Tutela, y menos a un Juez en sede de Control de GaranDas. Corresponde 
claramente a la respetable Corte Cons=tucional, quien en sus fueros y 
poderes determinará por la admisión y trámite de la misma. 
 
Tiene a su vez la honorable Corporación, —si se dirige a autorizar a trámite la 
presente acción pública—, la competencia para invitar a personas e 
ins=tuciones a rendir conceptos y opiniones sobre el asunto, por lo que 
sugiero, con todo respeto, se sopese en punto a que en ese sen=do par=cipen 
del debate:  
 

§ El Colegio de Abogados Comercialistas, de Colombia, CAC. 
 

§ El Colegio Colombiano de Abogados Administra=vistas, CCAA. 
 

§ El Ins=tuto Colombiano de Derecho Tributario, ICDT. 
 

§ El Ins=tuto Colombiano de Derecho Procesal, ICDP. 
 

§ El Centro de Estudios de Derecho Procesal, CEDEP. 
 

§ La Cámara de Comercio Internacional, ICC — Capítulo Colombia. 
 

§ La Facultad de Derecho de la Universidad Libre. 
 

§ La Facultad de Derecho de la Universidad del Rosario. 
 

§ La Facultad de Derecho de la Universidad Javeriana. 
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§ La Facultad de Derecho de la Universidad de La Sabana 

 
§ La Facultad de Derecho de la Universidad Nacional. 

 
§ La Escuela de Negocios del CESA, y 

 
§ La Facultad de Derecho de la Universidad del Norte. 

 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES: 
 
El suscrito accionante recibe toda comunicación y/o no=ficación en su 
domicilio profesional, a saber: Carrera 9 No. 81ª – 26, Anatello 301, Bogotá, 
D.C, CO, 110221, Sede de OROZCO Legal & Co, así como al correo electrónico:  
j.orozco@orozco.legal 
 
 

IX. TABLA DE ANEXOS: 
 
ANEXO A:  Cédula de Ciudadanía. 
 
ANEXO B:  Diario Oficial No. 51.921 del 18 de enero de 2022. 
 

... 
 
De los honorables Magistrados y Magistradas, el legi=mado, 
 
 
 
 
 
 
 
 

JULIO JOSÉ OROZCO O. 

Ciudadano colombiano / Abogado 
C.C. 79.785.756. 

T.P. 108.700. 
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